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Cintrón Cintrón y la Juez Rivera Marchand 
 

Steidel Figueroa, Juez Ponente 
 

S E N T E N C I A  
 

En San Juan, Puerto Rico, a 22 de agosto de 2016. 

Juan A. Arsuaga Álvarez nos solicita que revoquemos la 

sentencia emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de San Juan [por sus siglas, “TPI”], el 4 de agosto de 2015 

y notificada el siguiente día 18. En dicho dictamen el foro primario, 

luego de celebrar la vista en su fondo en ausencia de Edwina 

Arsuaga Álvarez, aquí apelada, desestimó sin perjuicio la demanda 

de partición de herencia incoada por su hermano de doble vínculo, 

aquí apelante. Evaluado este recurso presentado el 9 de mayo de 

2016, REVOCAMOS la sentencia desestimatoria apelada y 

devolvemos el caso para la continuación de los procedimientos 

conforme a lo aquí resuelto. 

-I- 

Irma Evangelina Álvarez Puig, madre de Edwina y Juan, 

ambos de apellidos Arsuaga Álvarez, murió intestada el 17 de 

septiembre de 1995. Luego de presentada la correspondiente 

petición en el caso civil núm. 96-9306, el TPI mediante resolución 

emitida el 3 de septiembre de 1996 declaró a las partes de epígrafe 
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como herederos universales de Irma E. Álvarez Puig. El único bien 

en el caudal relicto de la causante es una propiedad inmueble 

localizada en la calle Doce de Octubre #425, Urb. El Vedado, Hato 

Rey, Puerto Rico.  

Conforme surge del expediente ante nuestra consideración, 

la causante adquirió la referida propiedad inmueble mediante 

compraventa el 14 de septiembre de 1962 por el precio de $28,800. 

Años más tarde, el 19 de agosto de 1979, la causante de los 

hermanos Arsuaga Álvarez hizo un préstamo hipotecario por la 

cantidad de $15,000, en el cual el apelante Juan Arzuaga firmó 

como codeudor. Al momento de la muerte de Álvarez Puig en el 

1995, aún se debía $9,976.49 del balance principal de dicho 

préstamo1, deuda que fue cancelada el 12 de enero de 20042. 

Transcurridos doce años desde el fallecimiento de la 

causante, y tras esfuerzos infructuosos para liquidar el caudal 

hereditario, el 18 de diciembre de 2007 Juan Arsuaga solicitó la 

partición de la herencia. Requirió al TPI que ordenara la venta de 

la casa al valor tasado y que se dividiera el producto neto en partes 

iguales para los herederos.  

El proceso judicial en el foro primario tuvo múltiples 

interrupciones; entre ellas, la aquí apelada Edwina Arsuaga, 

cambió de representación legal en más de seis ocasiones. Luego de 

aproximadamente ocho años desde la presentación de la demanda, 

el 14 de mayo de 2014 el TPI anotó la rebeldía a la apelada y 

celebró el juicio en su fondo el 19 de diciembre de igual año y el 16 

de abril de 2015.  

El siguiente 4 de agosto el TPI emitió la sentencia apelada. 

Aun cuando entendió que el apelante aportó prueba sobre los 

pagos realizados por él y por su hermana para abonar a la hipoteca 

                                                 
1 Apéndice del recurso, en la pág. 80.  
2 Íd., en la pág. 79.  
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que gravaba el inmueble en cuestión, concluyó que estaba 

impedido de adjudicar la partición solicitada porque el apelante no 

presentó prueba sobre el monto adeudado de la hipoteca a la fecha 

del fallecimiento de la causante ni sobre los créditos a los que cada 

heredero tendría derecho por los pagos de la hipoteca realizados 

desde la muerte de la causante3. Además, el foro primario concluyó 

que no presentó prueba sobre la cancelación del gravamen 

hipotecario en el Registro de la Propiedad correspondiente.  

Inconforme con la determinación del TPI, Juan Arsuaga 

solicitó reconsideración. En esa ocasión, el apelante acompañó su 

solicitud con un documento que establece el balance principal del 

préstamo hipotecario para la fecha del fallecimiento de la causante. 

El TPI, sin embargo, denegó la reconsideración. Acudió entonces 

Juan Arzuaga ante este foro imputándole al TPI la comisión de los 

siguientes errores: 

PRIMER ERROR: ERRÓ EL TRIBUNAL DE INSTANCIA AL 

DESESTIMAR LA DEMANDA POR EL HECHO DE QUE EL APELANTE 

NO HABÍA DEMOSTRADO FEHACIENTEMENTE EL MONTO ADEUDADO 

DE LA HIPOTECA A LA FECHA DEL FALLECIMIENTO DE LA 

CAUSANTE, MÁXIME CUANDO EL PRÉSTAMO HABÍA SIDO SALDADO 

DESDE PRINCIPIOS DEL 2004, 3 AÑOS ANTES DE LA RADICACIÓN 

DE LA DEMANDA.  

SEGUNDO ERROR: ERRÓ EL TRIBUNAL DE INSTANCIA AL 

DISPONER QUE DEMANDANTE, AQUÍ APELANTE, NO PUDO 

DEMOSTRAR FEHACIENTEMENTE LOS CRÉDITOS 

CORRESPONDIENTES A CADA UNA DE LAS PARTES POR LOS PAGOS 

REALIZADOS A LA HIPOTECA, CUANDO QUE LO QUE HABÍA QUE 

CONOCER PARA LA PARTICIÓN SOLICITADA ERAN LOS PAGOS 

HECHOS POR CADA HEREDERO PARA CUBRIR OBLIGACIONES DEL 

CAUDAL. 

Recibida la apelación de epígrafe ordenamos la elevación de 

los autos originales y requerimos la comparecencia de la parte 

apelada. Edwina Arsuaga no presentó su alegato dentro del plazo 

dispuesto por este foro. El 16 de junio de 2016 el apelante nos 

informó que la notificación de la apelación fue devuelta por el 

servicio de correo postal. Con el beneficio de los autos originales,  

resolvemos. 

                                                 
3 El TPI requirió este documento en la vista celebrada el 19 de diciembre de 

2014.  
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-II- 

Cuando hay más de un heredero llamado a suceder a un 

difunto, surge una comunidad hereditaria proindivisa. Esto implica 

que la titularidad de los bienes que conforman el caudal 

hereditario pertenecerá a la sucesión hasta tanto no se efectúe la 

partición. Como un heredero no está obligado a permanecer en la 

indivisión de la herencia puede pedir en cualquier momento su 

partición. Artículo 1006 del Código Civil, 31 LPRA sec. 2872; 

artículo 1005 del Código Civil, 31 LPRA sec. 2871; Ab Intestato 

Balzac Vélez, 109 DPR 670, 676 (1980).  

El procedimiento adecuado para ponerle fin a la comunidad 

hereditaria es la acción de partición de herencia definida como: 

[E]s aquel acto jurídico, unilateral o plurilateral, necesario e 
irrevocable, de naturaleza declarativa, compuesto de un 
conjunto ordenado de operaciones verificadas sobre ciertas 
bases o supuestos de hecho y de derecho, y en el cual, 
después de determinarse el activo y el pasivo de la masa 
hereditaria y de proceder a su avalúo y liquidación, se fija el 
haber de cada partícipe, se divide el caudal partible y se 
adjudica cada lote de bienes formado a cada heredero 
respectivo, provocando la transformación de las 
participaciones abstractas de los coherederos sobre el 
patrimonio relicto (derecho hereditario) en titularidades 
concretas sobre bienes determinados (dominio o propiedad 
exclusiva u ordinaria). 

Sucn. Maldonado v. Sucn. Maldonado, 166 DPR 154, 176 (2005). 

En síntesis, el procedimiento de partición consiste de cuatro 

etapas que se conocen como las operaciones particionales. 

Primeramente, se realiza un inventario y avalúo, tanto de los 

activos como de los pasivos que componen el caudal hereditario. 

En segundo lugar, se procede a cobrar los créditos que existan y se 

pagarán las deudas, en ese orden. Asimismo, se imputarán con 

cargos al caudal, deduciéndose del mismo, los gastos de la 

partición incurridos en beneficio común de todos los coherederos. 

Artículo 1017 del Código Civil, 31 LPRA sec. 2883. Al finalizar la 

liquidación, queda entonces el caudal hereditario neto sujeto a 

división. Tercero, se realiza la división del caudal neto, con 



 
 

 
KLAN201600617 

    

 

5 

especificidad de la cuota o haber que le corresponde a cada 

heredero. Por último, se adjudican dichas cuotas a los herederos a 

través de bienes o valores determinados.  

-III- 

Juan Arsuaga alegó que el TPI erró al desestimar la demanda 

de partición de herencia por el fundamento de que no se aportó 

prueba del monto adeudado de la hipoteca a la fecha del 

fallecimiento de la causante. Adujo que era innecesario probar tal 

extremo pues el préstamo fue pagado en su totalidad en el 2004. 

Este pleito ha tenido un trámite procesal tortuoso en el foro 

de primera instancia. Según surge del expediente, la apelada 

incurrió en reiterados incumplimientos de órdenes del foro 

sentenciador. De hecho, en más de seis ocasiones cambió de 

representación legal. El 14 de mayo de 2014 el TPI anotó la 

rebeldía a Edwina Arsuaga y posteriormente, celebró el juicio sin 

su comparecencia. Tras evaluar la prueba, el TPI concluyó que 

ante la ausencia de prueba de los pagos efectuados por los 

hermanos Arsuaga Álvarez a la deuda hipotecaria, estaba impedido 

de distribuir cualquier crédito aplicable y dividir el único bien que 

compone el caudal. Erró al así resolver. 

Primero, la ausencia de alguna prueba sobre un crédito para 

algún miembro de la sucesión no derrota la acción principal de 

liquidación del caudal hereditario. Solo derrota el reclamo respecto 

a algún crédito alegado sin impedir que el tribunal pueda liquidar 

la masa hereditaria.  

Segundo, al margen de la prueba aportada en este caso, es 

relevante considerar que la demandada estaba en rebeldía, razón 

por la cual, las alegaciones de la demanda bien formuladas debían 

darse por ciertas; regla 45 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA 

Ap. V, R 45; Alamo Pérez v. Supermercado Grande, Inc., 158 DPR 

93, 101 (2002). En la demanda nada se dijo sobre los alegados 



 
 

 
KLAN201600617 

 

6 

créditos por el pago de la deuda hipotecaria. Solo se expresó, en lo 

pertinente:  

[…] al reclamante no le queda otro remedio que solicitar de 
este Honorable Tribunal que ordene la venta de la Casa al 
valor tasado de la misma y se divida el producto neto en 
dos partes iguales para los herederos. Cualquier pareo de 
gastos incurridos en la Casa por las partes, se llevaría a 
cabo antes del otorgamiento de los documentos necesarios 
para la partición4.  

Como en la demanda nada se dijo sobre crédito alguno, nada 

debía disponer el TPI al respecto en su sentencia, pues, de 

ordinario, contra un demandado en rebeldía no se deben conceder 

remedios no solicitados expresamente en la demanda. Véanse, 

Fernández v. Davison, 80 DPR 253, 256 (1958);  Rodríguez v. 

Albizu, 76 DPR 631, 638 (1954). R. Hernández Colón, DERECHO 

PROCESAL CIVIL, 5ta ed. Puerto Rico, Ed. Lexis Nexis, 2010, §2707, 

pág. 291.   

El apelante no debe quedar forzosamente en estado de 

indivisión tras ocho años de un litigio en la cual la parte 

demandada está en rebeldía, cuando precisamente esta figura 

procura “evitar que la adjudicación de causas se paralice”, 

Continental Ins. Co. v. Isleta Marina, 106 DPR 809, 817 (1978). Más 

aún, obligar a la parte demandante a reiniciar un proceso judicial 

es contrario a los criterios de eficiencia procesal y sustantiva.  

-IV- 

Por los fundamentos expuestos, REVOCAMOS la sentencia 

apelada y devolvemos el caso al TPI para que a la luz de la prueba 

presentada en el juicio conceda el remedio que en derecho 

corresponda.  

Lo acordó el Tribunal y lo certifica. 

 

 
 

 
Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

                                                 
4 Apéndice del recurso, en la pág. 3. 


